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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECIFICAS DE PROCEDENCIA / DEFECTO SUSTANTIVO 

ACCIÓN DE TUTELA – Causales generales y específicas de procedencia de la acción contra providencia judicial.

… Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.

DEFECTO SUSTANTIVO – Supuestos en que se configura según la jurisprudencia constitucional.

… La jurisprudencia de la Corte Constitucional  ha identificado los supuestos que permiten la configuración del defecto sustantivo, cuando “(i) existe una carencia absoluta de fundamento jurídico en el fallo adoptado, hipótesis en la cual la decisión cuestionada se sustenta en una norma que no existe, que ha sido derogada, o que ha sido declarada inconstitucional; (ii) en la aplicación de una norma se exige la interpretación sistemática con otras que no son tenidas en cuenta y que resultan necesarias para la decisión adoptada; (iii) se resuelve con base en una disposición que no resulta aplicable al caso concreto, por ejemplo, porque el supuesto de hecho del que se ocupa no tiene conexidad material con los presupuestos del caso; (iv) el fallo incurre en incongruencia entre los fundamentos jurídicos y la decisión, al acreditarse que la resolución del juez se aparta de las motivaciones expuestas en la providencia; (v) la aplicación de una norma desconoce una sentencia con efectos erga omnes. En esta hipótesis se aplica una norma cuyo sentido contraría la ratio decidendi de una sentencia que irradia sus efectos a todo el ordenamiento jurídico; (vi) se adopta una decisión con fundamento en normas abiertamente inconstitucionales, evento en el cual, aun cuando el contenido normativo del precepto utilizado no haya sido declarado inexequible, se constata que el mismo es contrario a la constitución; (vii) la autoridad judicial se aparta del precedente judicial -horizontal o vertical- sin justificación suficiente, irregularidad que se distingue de la causal específica de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales categorizada como desconocimiento del precedente judicial”
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ST2-0008-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia


Accionante

: Valentina Ramírez Londoño
Accionado
: Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira
Procedencia
: Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, R.

Radicación

: 66001-31-03-003-2024-00257-02 (4858)
Temas


: Acción de tutela contra providencia judicial. 
Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
:  12 del 22 de enero de 2025
veintidós (22) de enero de dos mil veinticinco (2025)
Resuelve la Sala la impugnación elevada contra la sentencia del 18 de noviembre de 2024, proferida por el Juzgado Tercero Civil de Circuito de Pereira, en esta acción de tutela formulada por Valentina Ramírez Londoño contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculado el señor Arles Henao Hincapié. 

1. Antecedentes

1.1. Narró la accionante que, dentro del proceso ejecutivo con radicado 2018-00486-00, que se adelanta ante el despacho accionado, y en el que actúa como ejecutante, se decretó el desistimiento tácito mediante proveído del 24 de junio de 2024 con fundamento en el art. 317 del CGP numeral 2. Aduciendo que el expediente estuvo inactivo en la secretaria del juzgado por dos años. 
Inconforme, formuló los recursos de reposición y en subsidio apelación. Con auto del 8 de agosto de 2024, el juzgado los despachó desfavorablemente.
Aseguró la accionante que la satisfacción de las garantías dadas por las medidas cautelares y las acciones a realizar dentro del proceso se encuentran supeditadas al resultado del desarrollo del proceso que se ventila en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, dado el embargo de remanentes decretado en el proceso de marras.
Por otra parte, agregó que el 15 de abril de 2021, el juzgado encausado ordenó seguir adelante con la ejecución, e hizo un recuento de las acciones por ella desplegadas, así:

· 28 de abril de 2022, presento solicitud de acceso al expediente.
· 22 de septiembre de 2023, “vía correo electrónico, solicité al despacho judicial, copia de expediente del proceso, reiterando además que el inmueble embargado se encuentra en trámite de remate en Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira”. 
Considera que esta última actuación interrumpió el término establecido en el Art. 317 del CGP.
Además, mencionó que, ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, ha presentado en tres oportunidades solicitud de fijación para fecha de remate.
Por lo anterior, considera que “existiendo un embargo de remanente, no es exigible que el proceso debiera ser impulsado por mi parte, no obstante, se advierten las actuaciones surtidas por mi dentro del proceso, si el desistimiento tácito sanciona la inactividad por negligencia o malicia de la parte, que es la filosofía de la figura, en el presente caso no se presenta esa condición y por lo mismo con una interpretación sistemática de los numerales 1° y 2° del art. 317 y de la teleología de la misma, no es posible que se decrete el desistimiento tácito cuando existen remanentes embargados y ponerlos a disposición del proceso depende de otra autoridad judicial”.
Pidió, entonces, que se revoque el desistimiento tácito decretado en ese juicio, y, en consecuencia, se decreten nuevamente las medidas cautelares de embargo sobre los remanentes y se continúe el proceso ejecutivo
. 
1.2. En primera instancia, se dio impulso a la acción con auto del 20 de agosto de 2024.
 
1.3. El Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, remitió el enlace para acceder al proceso con radicado 660014003006-2018-00486-00
.
1.4. El señor Arles Henao Hincapié
, mencionó que, la última actuación registrada dentro del proceso judicial fue la providencia del 25 de mayo de 2022, que aprobó la liquidación de costas.

Refirió que, desde esa fecha la ejecutante no presentó memoriales dirigidos a dar impulso al proceso y sacarlo del estado de adormecimiento que se encontraba, y con ello evitar que se presentara la figura de desistimiento tácito.
En cuanto al correo electrónico remitido por la señora Ramírez Londoño el día 22 de septiembre de 2023, consideró que el mismo no tenía actuación encaminada a obtener el pago de la obligación, además, que no implicaba “un deber de traslado a la parte ejecutada ni de un pronunciamiento frente a dicha solicitud, mucho menos exigía la emisión de una providencia por parte del Juez”. 

Agregó que, la ejecutante no presentó al despacho de conocimiento la liquidación del crédito, actuación que hubiese interrumpido los términos para que no fuera decretado el desistimiento tácito. 

Para finalizar, presentó una serie de reparos contra la sentencia de segunda instancia, proferida por esta Sala en el presente asunto, el pasado 10 de octubre de 2024.
1.6. Sobrevino el fallo de primera instancia que declaró la improcedencia de la demanda, comoquiera que la ejecutante “no ha presentado la liquidación del crédito a las luces de lo preceptuado en el artículo 446 del C.G.P. por lo que el trámite del proceso ejecutivo génesis de la controversia no se encuentra en una etapa que sólo estaría a la espera del embargo de remanentes”. Además, que, el juzgado encausado “resolvió las peticiones que instauró la aquí accionante argumentando juiciosamente los motivos de la decisión que finalizó con la aplicación del desistimiento tácito”
. 
1.7. Impugnó la accionante, quien aduce que “Al tratarse de un proceso ejecutivo donde el deudor se encuentra con un solo bien de su propiedad 100%

inmueble hipotecado y ejecutado en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, no tengo como acreedora, mayores posibilidades en aras de lograr la terminación del proceso ejecutivo por pago, que sería lo natural hasta cuando se dé término al proceso Ejecutivo con Garantía real del despacho ya mencionado. 
(…) Presentar ante ese despacho, reliquidaciones o solicitudes de actualización de crédito, resulta incurrir en una congestión judicial innecesaria, pues como ya lo argumenté el cumplimiento de la obligación del demandado ARLES HENAO HINCAPIE depende meramente del remanente del bien embargado y no se podrá disponer, en caso de que quedase remanente, hasta cuando se lleve a término la culminación del proceso EJECUTIVO DE GARANTÍA REAL CON RAD: 2018-00802”.

Agregó que, puso en conocimiento al juzgado demandado que se encontraba a la espera de la resolución del proceso que se ventilaba en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, “(…) es por ello que el memorial (solicitud) radicado el 22 de septiembre de 2023, ratifique mi interés en el proceso, informando precisamente al despacho, el estado del proceso en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira”
.
1.8. En esta sede, el señor Arles Henao Hincapié allegó memorial insistiendo en los argumentos presentados en la contestación de esta demanda constitucional.
2. Consideraciones
2.1. La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos. 
Acude en esta oportunidad la accionante para la protección de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por la autoridad accionada que decretó la terminación del proceso ejecutivo en el que ella es demandante por haberse cumplido la figura del desistimiento tácito.
2.2. De manera preliminar debe decirse que se cumple la legitimación en la causa por activa dado que la accionante actúa como ejecutante en el proceso en cuestión, y lo mismo sucede por pasiva porque el juzgado encausado conoce de ese juicio. 

2.3. Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la improcedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan hoy, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones.

Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 
2.4. La presente acción de tutela supera el test de procedencia (i) porque la problemática planteada tiene relevancia constitucional, comoquiera que de por medio está el derecho fundamental al debido proceso de la accionante, (ii) el proceso ejecutivo es de mínima cuantía, por tanto, de única instancia, así que inocuo sería decir que contra el auto del 8 de agosto de 2024 que resolvió la reposición y negó la apelación, cabía el recurso de queja; (iii) las providencia cuestionada data del 24 de junio de 2024
, ratificada el  8 de agosto
 y esta tutela se radicó el 20 de agosto siguiente, esto es, dentro del plazo de 6 meses que en términos generales tiene establecido la Corte Constitucional
, (iv) las presuntas irregularidades que se denuncian podrían incidir en las decisiones que se cuestionan, (v) se identificaron de manera razonable los hechos que sustentan la solicitud de amparo, (vi) y no se cuestiona un fallo de tutela.   

2.5. Superado lo anterior, sigue el estudio del presunto yerro que se le endilga a la autoridad al terminar por desistimiento tácito el proceso ejecutivo adelantado por la accionante, derivado de una indebida interpretación del artículo 317 del CGP. Es decir, que se propone un defecto sustantivo. 
En el caso concreto, se observa que el problema jurídico se remite a establecer si la autoridad judicial se equivocó al haber terminado de manera anticipada el proceso ejecutivo tras considerar que se configuró el desistimiento tácito, a pesar de haberse presentado un memorial el 22 de septiembre de 2023, en el que se solicitó acceso al expediente digital y se informó que el bien inmueble embargado se encontraba en trámite de remate en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, con lo que se interrumpió el término previstos en el artículo 317 del CGP. 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional  ha identificado los supuestos que permiten la configuración del defecto sustantivo, cuando “(i) existe una carencia absoluta de fundamento jurídico en el fallo adoptado, hipótesis en la cual la decisión cuestionada se sustenta en una norma que no existe, que ha sido derogada, o que ha sido declarada inconstitucional; (ii) en la aplicación de una norma se exige la interpretación sistemática con otras que no son tenidas en cuenta y que resultan necesarias para la decisión adoptada; (iii) se resuelve con base en una disposición que no resulta aplicable al caso concreto, por ejemplo, porque el supuesto de hecho del que se ocupa no tiene conexidad material con los presupuestos del caso; (iv) el fallo incurre en incongruencia entre los fundamentos jurídicos y la decisión, al acreditarse que la resolución del juez se aparta de las motivaciones expuestas en la providencia; (v) la aplicación de una norma desconoce una sentencia con efectos erga omnes. En esta hipótesis se aplica una norma cuyo sentido contraría la ratio decidendi de una sentencia que irradia sus efectos a todo el ordenamiento jurídico; (vi) se adopta una decisión con fundamento en normas abiertamente inconstitucionales, evento en el cual, aun cuando el contenido normativo del precepto utilizado no haya sido declarado inexequible, se constata que el mismo es contrario a la constitución; (vii) la autoridad judicial se aparta del precedente judicial -horizontal o vertical- sin justificación suficiente, irregularidad que se distingue de la causal específica de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales categorizada como desconocimiento del precedente judicial” 

2.4. En criterio de la Sala, la razón está de parte de la accionante, porque, distinto a lo que aduce el funcionario en el juicio que tramitó, no se daban las condiciones para ordenar la terminación del proceso por desistimiento tácito. 
Al revisar el expediente del proceso ejecutivo en cuestión, se evidencia que (i) la última actuación procesal data del 25 de mayo de 2022; allí el juzgado de conocimiento aprobó la liquidación de costas procesales; (ii) luego, la accionante presentó un memorial el 22 de septiembre de 2023, en el que informó al juzgado encausado que el bien inmueble embargado se encontraba en trámite de remate en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito; (iii) el 4 de junio último el apoderado judicial del ejecutado solicitó la terminación del proceso por desistimiento tácito conforme al artículo 317 del CGP por permanecer el proceso con sentencia dos años sin impulso; (iv) en proveído  del 24 de junio de 2024, se ordenó la terminación del proceso; (v) esa determinación fue recurrida por la demandante; y (vi) se resolvió el recurso de reposición de manera desfavorable, mientras que el de apelación fue negado por improcedente
. 

El juzgado demandado, fundamentó su decisión en que,  “desde que se aprobó la liquidación de las costas el 25 de mayo de 2022, no obra ningún actuación que diera impulso al proceso, toda vez que la parte interesada, podía solicitar nuevas medidas, realizar liquidación del crédito y actualizar y no esperar a las resultas de unos remanentes de los cuales ni siquiera se tiene la certeza de que queden bienes o dineros a disposición de este Juzgado; tampoco requirió a este Juzgado para requerir al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira para que informara el estado del proceso; tampoco allego pruebas en esos dos años de tramite adelantados por la actora en el proceso de los remanentes y además en el correo del 22 de septiembre de 2023, solo rindió la demandante un informe de que el inmueble se encuentra en trámite de remate, el cual no requería pronunciamiento alguno de fondo y ese mismo día se compartió el link del expediente”. 
Mas, contrario a lo que expuso el funcionario, para esta Sala es notorio que la accionante está atenta a las gestiones tendientes a obtener el pago de su crédito, lo que se evidencia en el memorial presentado en el mes de septiembre de 2023 y en el recurso de reposición formulado. Allí puso en conocimiento el estado actual del proceso ejecutivo que se adelanta en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito Local y, además, indicó  que “(…) Se deja evidencia en este recurso que la apoderada de la parte demandante en el proceso EJECUTIVO CON GARANTÍA REAL del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, ha solicitado en tres ocasiones fecha de fijación de remate; siendo la primera de ellas suspendida por acuerdo entre las partes, la segunda solicitud sin contestación por parte de ese despacho y la tercera solicitud con fijación de fecha de remate para el próximo 13 de agosto de 2024 a las 9 am”, situación que demuestra que la señora Ramírez Londoño no ha actuado de manera desinteresada; más bien, ha estado pendiente de lo sucedido en ese proceso judicial y le ha puesto en conocimiento al juzgado de lo acontecido, lo que significa que dicha actuación interrumpe los términos previstos en el Art. 317 del CGP.
Vale recordar que la Sala de Casación Civil de la Corte en varias ocasiones se ha ocupado de la incidencia del embargo de remanente en el tiempo para que se configure el desistimiento tácito y ha dicho que no basta con su decreto o su perfeccionamiento, sino que es menester que el ejecutante realice en el otro asunto las gestiones necesarias para su desenlace y se lo informe al juez que conoce de su causa. 
Concretamente en la sentencia STC6669-2024 admitió el razonamiento de un despacho judicial en la medida en que 

...armoniza con la postura de esta Corporación, que al respecto ha indicado:
Ahora, la existencia de un embargo de remanentes que haya sido “consumado” en un juicio ejecutivo, pero sin frutos, esto es, que la orden que lo comunicó haya sido recibida por el juzgado destinatario en los términos del inciso tercero del artículo 466 del estatuto adjetivo, pero que ningún bien se haya puesto a disposición en virtud de la medida, en nada impide al actor a efectuar los trámites tendientes a “satisfacer la obligación cobrada”, pues si bien esa cautela implica que se espere a lo que se defina en otro litigio, no por eso queda relevado de poner en marcha el compulsivo, en donde le incumbe realizar todas las actuaciones a su alcance para alcanzar ese objetivo.

Nótese que la medida comentada significa, nada más, que en el proceso se decretó una cautela, de manera que le corresponde al interesado continuar con las acciones encaminadas a lograr la solución de su acreencia, pues si no lo hace se entenderá que ha abandonado la litis y, por tanto, que es merecedor del desistimiento tácito. 

Por otra parte, cuando existe auto o sentencia que ordena seguir adelante la ejecución y la única medida cautelar practicada es un embargo de remanentes, no es cierto que el libelista se quede sin la posibilidad de cumplir actos idóneos para el fin que persigue, esto es, satisfacer su acreencia, o que estos se reduzcan a la liquidación del crédito o su actualización, pues puede pedir otras cautelas e incluso solicitar al sentenciador, que conforme al numeral 4° del artículo 43 del Código General del Proceso, identifique y ubique bienes del ejecutado. También puede reclamar al juez de conocimiento que requiera al otro servidor para que lo mantenga al tanto del estado de los bienes embargados, y, en general, adopte las medidas dirigidas a que la cautela tenga buen suceso (resaltado fuera de texto). 
Además, no debe perderse de vista que un acreedor de remanentes está facultado por el canon 466 para intervenir en el pleito donde se encuentran embargados los bienes de su demandado, ya que a su tenor: 

Quien pretenda perseguir ejecutivamente bienes embargados en otro proceso y no quiera o no pueda promover la acumulación, podrá pedir el embargo de los que por cualquier causa se llegaren a desembargar y el del remanente del producto de los embargados.

Cuando estuviere vigente alguna de las medidas contempladas en el inciso primero, la solicitud para suspender el proceso deberá estar suscrita también por los acreedores que pidieron aquellas. Los mismos acreedores podrán presentar la liquidación del crédito, solicitar la orden de remate y hacer las publicaciones para el mismo, o pedir la aplicación del desistimiento tácito y la consecuente terminación del proceso.

La orden de embargo se comunicará por oficio al juez que conoce del primer proceso, cuyo secretario dejará testimonio del día y la hora en que la reciba, momento desde el cual se considerará consumado el embargo a menos que exista otro anterior, y así lo hará saber al juez que libró el oficio.

(…).

De suerte que nada obsta para que el interesado en lo remanentes participe en la correspondiente contienda y obtenga de una manera rápida y eficaz que aquellos se pongan a disposición de su ejecutivo, lo cual, por supuesto, deberá informar al despacho cognoscente a fin de acreditar que está desplegando las actuaciones necesarias para alcanzar el pago de su acreencia. No de otro modo podrá demostrar su interés en el impulso del litigio y, así, impedir que se configuren los presupuestos para que opere el desistimiento tácito (CSJ STC6380-2021).

Como se ve, una de las varias opciones que al ejecutante se le brindan es la de poner en conocimiento del juez de su ejecutivo las gestiones que se vienen desarrollando en el proceso donde están embargados los remanentes, siempre, claro está, que ellas contribuyan a solucionar ese asunto y permitan el traslado de los que quede. Y en este evento, no fue necesario pedirle al funcionario que averiguara por la suerte de aquel, pues la misma parte le informó el 22 de septiembre de 2023, que el bien estaba para ser subastado. 
Ahora, es claro que la Corte ha señalado que al interesado en el proceso ejecutivo le incumbe realizar las gestiones pertinentes para que aquel en el que se embargan los remanentes avance, pero en este caso tampoco ello fue menester, pues es la misma parte allí ejecutante la que ha llevado el trámite hasta ponerlo a punto de la almoneda. 
De hecho, la última oportunidad en la que se intentó el remate fue el 13 de agosto del presente año
 y como no hubo postores se programó otra vez para el 15 de enero de 2025.  
Es patente, en consecuencia, que el escrito que se aportó el 22 de septiembre de 2023 fue presentado con el fin de que el juzgado encausado conociera el estado actual del proceso ejecutivo que cursa en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, pues para ese momento se había proferido el auto del 14 de agosto de 2023 que aclaró que la audiencia se realizaría el 24 de agosto de ese año, a partir de las nueve de la mañana
, misma que fracasó y hubo necesidad de reprogramarla.  
Es por ello que el memorial presentado por la accionante, resulta trascendente frente al objeto de la ejecución, teniendo en cuenta que sus pretensiones se verán materializadas con el resultado de los remanentes, una vez se realice el remate del bien embargado. 

2.5. En consecuencia, se revocará la sentencia de primera instancia para, en su lugar, conceder el amparo, y, en consecuencia, se dejará sin efecto el auto del 8 de agosto de 2024 mediante el cual se resolvió el recurso de reposición y se ordenará al Juzgado decidir nuevamente siguiendo las pautas señaladas. 

3. Decisión
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley REVOCA el fallo impugnado. En su lugar se CONCEDE la presente acción de tutela. 

En consecuencia, 

1. Se deja sin efecto el auto del 8 de agosto de 2024. 

2. Se le ordena al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, por medio de su titular, que, en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, resuelva nuevamente el recurso de reposición interpuesto contra el auto del 24 de junio de 2024, en el que decretó la terminación del proceso tras considerar que se configuró el desistimiento tácito.

3. Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada, remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS    

DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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